LA DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS
ENTRE EL ESTADO Y LAS COMUNIDADES
AUTONOMAS EN EL DERECHO SOCIAL

Pretender la transformacién de un Estado fuertemente centralizado en
otro basado en poderosas autonomias territoriales sin que exista una efectiva
direccién del proceso, sino a puro golpe de pacto y negociacién en las que
se actda sin una visién precisa del conjunto y sin una previsién exacta de
las metas, es, sin duda, una ilusién de las que por mucho esfuerzo que se
ponga en el empefio, resulta aventurado esperar el éxito.

Con un procedimiento de este tipo las transferencias de servicios depen-
den mas de la habilidad de los negociadores que de la aplicacién estricta de
las reglas de distribucién de competencias.

Un falso prurito autonomista ha hecho de la actuacién de las Comisio-
nes Mixtas-Administracién del Estado-Comunidades Auténomas, con compe-
tencias universales en materia de transferencias, una exigencia clave para la
defensa de la idea autonémica, sin observar que, en verdad termina por di-
ficultarlas seriamente, ademds de ser un procedimiento falaz en la practica:
la negociacién no es real pues las soluciones se reproducen en cada Co-
misién Mixta sin matices notables, por lo que la potestad de direccién de
que se priva el Estado se entrega a la Comisién Mixta que mas ha progresa-
do en sus trabajos.

Esto choca con cualquier intento de perspectiva y naturaleza historicista
del fenémeno y del reparto competencial.

La operacién no es un programa de un lustro ni de una década sino de
toda una generacién en la que Espafia se juega su futuro.

Debe buscarse una delineacién nitida que permita distinguir los diferen-
tes factores y elementos que componen el proceso.

Es conveniente recordar en esto la postura mantenida por Humberto Eco,
al decir
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«En los afios en que descubri el texto del abate Vallet existia
el convencimiento, de que s6lo debia escribirse comprometiéndose
con el presente o para cambiar el mundo. Ahora, a mis de diez
afios de distancia el hombre de letras puede consolarse consideran-
do que también es posible escribir por el puro deleite de encontrar
la verdad.»

Esta, sin duda, es una apasionante labor.

La palabra autonomia tiene una indudable dificultad terminoldgica con
cuatro acepciones en el diccionario que no obedecen a un uso popular sino
que resulta ser una terminologia propia de historiadores y filGsofos.

Entre todas ellas la que méds se ajusta al lenguaje actual serfa: «Potes-
tad que dentro del Estado puedan gozar determinadas entidades para regir
intereses peculiares de su vida interior mediante normas y drganos de go-
bierno propios.»

En todo caso la procedencia de las cuatro acepciones es de origen clési-
co, de cuando esta palabra y sus familiares sélo eran conocidas por los
eruditos.

El jurista ha de analizar la idea de Estado, principio de las nacionalida-
des, la soberanfa, la nacién y la justificacién del Estado por el derecho.

La nacién como organizacién con fines, vida y medios de accién supe-
riores en jerarquia y duracién a la de los individuos o entes que la compo-
nen, es una unidad politica y econémica que ostenta por derecho propio la
titularidad del poder politico. El Estado es la colectividad de méximo rango.

El Estado se justifica al acatar el fundamento del derecho a través de
su cimentacién por via de un conjunto de principios supremos que permi-
ten distinguir entre lo justo y lo injusto, reaccionando contra las tendencias
que consagran la omnipotencia de un legislador dando por justo todo lo
que el Parlamento decreta.

Conforme al articulo 2.° de la Constitucién la misma se fundamenta en
la indivisible unidad de la nacién espafiola, patria comin e indivisible de
todos los espafioles.

La soberania es el poder supremo del Estado para hacer que el derecho
reine en la sociedad. Se trata de una propiedad que implica absoluta inde-
pendencia de una unidad de voluntad con respecto de otra unidad de deci-
si6én de caricter universal y efectivo.

La esencia de la soberania estriba en la posibilidad de resolver definitiva
y eficazmente cualquier cuestién que afecte a la unidad de coordinacién
socio-territorial, imponiendo su decisién a todos los que habitan en el territo-
rio, garantizando el mantenimiento de un sistema juridico unitario.
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En los Estados federales la soberania no radica, por inalienable, en cada
uno de los Estados miembros, sino en la nacién, pues aquéllos no se cons-
tituyen en unidades decisorias y universales con las caracteristicas que a la
soberania estatal corresponde.

Un elemento esencial, en todo caso, es el de la biisqueda de una unifor-
midad de las condiciones de vida para con los ciudadanos de dicho Estado
(articulo 20 Ley F. Bonn), lo que en nuestro ordenamiento sancionan los ar-
ticulos 9.° y 4.° de la Constitucién al decir:

«Corresponde a los poderes publicos promover las condiciones
para que la libertad e igualdad del individuo y de los grupos en
que se integran sean reales y efectivos, remover los obstdculos que
impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participacién de to-
dos los ciudadanos en la vida politica, cultural, econémica y social.

Los espafioles son iguales ante la ley sin que pueda prevalecer
discriminacién alguna por razén de nacimiento, raza, sexo, religién,
opinién o cualquier otra condicién o circunstancia personal o
social.»

Y es que la ordenacién de la vida econdmica debe hacerse a nivel na-
cional e incluso supranacional. '

Se tiende a una centralizacién moderada por participacién y autocoordi-
nacién entre las provincias, asi como entre la federacién y las provincias,
evitando una simple concentracién excesiva de poder, pero manteniendo un
unitarismo para con respecto a la planificacién integrada, que conllevara
en determinados dmbitos a una centralizacién legislativa, disminuyendo el
poder del legislador provincial con el consiguiente aumento del ejecutivo cen-
tral en todos los temas en que quede alcanzada la planificacién, la previsién
social y la economia nacional, lo que exigiria una continuada labor coordi-
nadora y de armonizacién.

Es imposible hoy el mantenimiento de un Estado moderno, incluso de
corte federal, sin una planificacién comprensiva integrada para las cuestio-
nes estructurales y financieras de la seguridad social, que garantice la efecti-
vidad del principio de solidaridad velando por el establecimiento de un
equilibrio econémico que no permita privilegios econémicos o sociales, pues
ninguna autoridad podra adoptar medidas que directa o indirectamente obs-
taculicen la libertad de circulacién y establecimiento de las personas y la
libre circulacién de bienes en todo el territorio espafiol, manteniendo a tal
efecto los servicios esenciales necesarios, entre los que se encuentra la Se-
guridad Social.

87



FERNANDO MANRIQUE LOPEZ

La Seguridad Social es un servicio ptiblico que atafie primordialmente
al interés del Estado, siendo el mismo de la méxima importancia por cuanto
que con el se expresa la rentabilidad social y su cardcter solidario.

La expresién principios rectores de la politica social y econémica refuer-
za la necesidad de tales servicios piblicos en los que laten verdaderos prin-
cipios generales del derecho, como ocurre con la idea de Securitas previa
a la Seguridad Social, sin que una supuesta crisis econémica sea suficiente
para avalar en el orden estatal o autonémico un desmantelamiento del sis-
tema, pues ¢l concepto de déficit econémico resulta inadecuado para proce-
der a una aproximacién a la crisis financiera de la Seguridad Social.

En el federalismo alemén existe una méxima centralizacién operada por
imperio de la distribucién operada por la ley suprema y sus sucesivas en-
miendas, asi como por la amplitud con que han sido interpretados los prin-
cipios bésicos o rectores, en los que ha llegado a la reglamentacién de
detalle.

De los dos modelos, alemén o anglosajén, el Constituyente parece que
se ha inclinado por el primero, lo que en materia de Seguridad Social pone
de relieve el contenido de los articulos 148 y 149, abogdndose por una cen-
tralizacién legislativa con ciertas garantias de autonomia provincial, princi-
palmente concebido a través de un sistema de participacién, al que da pie el
articulo 129 de la Constitucién.

A) Proceso histérico. Etapas.

— Abortar méviles independentistas del proyecto de Constitucién de
1873. ‘

No obstante, aquel proyecto monopolizé todo el orden econémico gene-
ral en manos de la federacién al igual que en lo referente a la Sanidad.
Igualmente los derechos de la personalidad eran sometidos al control por
las cortes federales,

— La Constitucién de 1931 sienta los siguientes fundamentos:

Se acude al Estado integral, sin antecedentes y sin eco ulterior y es que
no se queria acudir como explicaba Alcald Zamora ni a la rigidez de un
tipo, ni al fetichismo de un nombre.

Para la Comisién Juridica Asesora habria sido una insigne torpeza politica
la conceptuacién del Estado como Federal.

Corresponde al Estado espaiiol la legislacién y a las regiones autonémas
la ejecucién de la legislacién social, bases minimas de la legislacién sanitaria,
interior y régimen de seguros sociales.

La ejecucién de las leyes sociales serd inspeccionada por el Gobierno de
la Repiiblica para garantizar su estricto cumplimiento y el de los tratados
internacionales que afecten a la materia.
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Defensa de la riqueza y coordinacién de la economia nacional.

No podra regularse ninguna materia con diferencia de trato.

El Estado podri fijar, por medio de una ley aquellas bases a que habrémr
de ajustarse las disposiciones legislativas de las regiones auténomas.

El derecho del Estado espafiol prevalece sobre el de las regiones autdé-
nomas. '

— La Constitucién espaiiola de 1978 consagra los siguientes principios:.

a) Indisoluble unidad. -

b) Garantiza la realizacién efectiva de la solidaridad.

¢) Vela por el establecimiento de un equilibrio econémico.

d) Todos los espaifioles tienen los mismos derechos y deberes.

e) No podra obstaculizarse la libre circulacién.

) No se admitird la federacién de Comunidades Auténomas.

g) El Estado podra transferir facultades, que por su propia naturaleza.
sean susceptibles de transferencia.

h) Podrén dictarse leyes que establezcan los principios necesarios para. .
armonizar disposiciones de las Comunidades Auténomas.

i) Podran arbitrarse por el Estado medidas excepcionales para exigir
a las Comunidades Auténomas el cumplimiento de sus obligaciones, o0 impe-
dirles atentar contra el interés general.

j) La autonomia financiera autonémica lo serd en coordinacién con la.
Hacienda estatal y salvando el principio de solidaridad.

k) Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las liberta-
des, que la Constitucién reconoce, se interpretardn de conformidad con la
Declaracién Universal de los Derechos Humanos y los tratados y acuerdos:
internacionales ratificados por Espafia.

1) Los espaiioles son iguales ante la Ley.

II) Se garantiza la libre circulacién de personas y bienes.

B) Junto a ello son de destacar los siguientes principios rectores del
régimen autonémico:

a) La caracteristica del regionalismo politico es que las regiones estan
dotadas de autonomia, entendida como la potestad que tiene un ente pibli-
co de darse leyes en sentido material, destinadas a formar parte del ordena-
miento juridico estatal.

b} Potestad reconocida a las entidades del articulo 137 de la Constitu--
cién de autonormar sus propias competencias y las paralelas que comparte
con el Estado superior con fuerza de integracién en el ordenamiento gene-
ral dnico.

Ha de entenderse el término nacionalidades dentro de las denominadas
nacionalidades histdricas culturales, es decir, nacionalidades sin Estado, que:
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responden a un concepto de autoidentificacién, de autogobierno, careciendo
de soberania, por lo que aparecen como aglutinadas en una unidad y sistema
~comun.

¢) Aunque el ente autonémico tiene una capacidad cierta de orientar
'y dirigir la politica y la administracién de su propia comunidad no podri en
ello contradecir, en lo sustancial, el orden juridico superior, ni sus valores
‘superiores ni las reglas que dan juego al entramado autonémico, lo que no
-obsta a la funcién de direccién politica, econémica, planificadora, juridica
.y social, que corresponde a los érganos estatales, aunque éstos no monopoli-
.cen, sino proporcionalmente, la salvaguarda de los intereses colectivos.

LA POTESTAD LEGISLATIVA DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

No resulta de aplicacién cartesiana el que entre la Ley estatal y la Ley
:autonémica rija el principio de competencia y no el de jerarquia, pues por
-obra de la atribucién compartida de competencias rige el principio de pre-
-valencia del derecho estatal, segtin el articulo 149.3, lo que resulta coheren-
te con el hecho de que si las bases de la legislacién de la Seguridad Social,
.al igual que la planificacién general de la actividad econdémica y del régi-
‘men juridico de las administraciones piblicas, corresponde al Estado, es
-obligado entender que su desarrollo o la ejecucién de sus servicios haya de
-ajustarse a lo establecido en aquéllas, siendo en todo caso el derecho estatal
-supletorio del derecho de las Comunidades Auténomas, como acaece en el
-derecho de la Seguridad Social, en virtud del punto 17 del articulo 149.1.

Los actos normativos emanados con vocacién de futuro, permanencia y
.alcance general, estdn investidos de idéntica fuerza vinculante y sometidos
:al mismo control que las leyes del Estado. Tienen fuerza de ley, ejerciéndose
.su control por el Tribunal Constitucional.

Si la Comunidad Auténoma normara la delimitacién de las dreas bdsi-
-cas 0 fundamentales, el desarrollo de esa pretendida estructura béasica seria
-nulo.

Si la Comunidad Auténoma legisla con posterioridad a la aparicién de
la ley estatal, todo rozamiento con la legislacién superior, invadiendo mate-
rias propias, fundamentales o bésicas, careceria de eficacia, deviniendo en
ineficaces desde el mismo momento de su produccién.

En el supuesto de materia de competencia exclusiva de las Comunida-
-des Auténomas (prestaciones complementarias, Servicios Sociales) este grupo
-normativo se regird por el principio de jerarquia, y en el caso de que se
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acordase, a posteriori, dictar una ley de armonizacién, serd requisito previo,
que existan serias discrepancias normativas.

La Constitucién concibe ¢l ordenamiento juridico como un todo, con
unos mismos valores superiores, un fundamento comin y unos mismos prin-
cipios (arts. 1 y 53). A este ordenamiento juridico dnico como sistema nor-
mativo quedan unidos los bloques normativos, derivados de los correspon-
dientes Estatutos autondémicos, de conformidad con el articulo 147.1, al
decir que el Estado dentro de su ordenamiento reconoce y ampara a los
Estatutos, lo que estd confirmado por el articulo 9.1, cuando dice que los
ciudadanos y los poderes publicos estdn sujetos a la Constitucién y al resto
del ordenamiento juridico, que es explicitado por el articulo 103, al indicar
que la Administracién Pidblica, en el seno de la cual va insita la autonémica,
actlia con sometimiento pleno a la Ley y al derecho, que, como no puede ser
de otro modo, es tnico.

Se admiten, no obstante, compartimentos estancos para la labor norma-
tiva de las Comunidades Auténomas, que accionan en ocasiones a través de
niicleos moleculares aislados (en sus competencias exclusivas), mientras que
en otras (accién compartida) operan en el seno de 4tomos conectados en lo
béasico con el nicleo rector estatal, que tolera y exige una intercomunica-
cién indispensable.

En materia de Seguridad Social, en tanto que compartida, las Comuni-
dades Auténomas deberdn sujetarse a las lineas rectoras de la regulacién de
ese sector en lo fundamental que queda reservado al Estado, sin que pueda
el conjunto ser violentado por el desarrollo ulterior llevado a cabo, para lo
no esencial, por las Comunidades Auténomas en su estado de jerarquizacién
de normas, que exigird que la raiz y esencia de la materia a regular perte-
nezca necesariamente al &4rea jerdrquica superior frente a lo marginal,
complementario o de desarrollo, que se articulara por la norma autondmica.

Desde entonces se va a retornar a los origenes, de modo que con arreglo
al fundamento del principio de jerarquia de normas, se coincide en la atri-
bucién de lo esencial a los superiores y lo accesorio de los inferiores.

Las normas del Estado prevaleceran frente a las Comunidades Auténomas
en todo lo que no esté atribuido exclusivamente en favor de éstas, como
es el caso de la Seguridad Social, pues se estd operando a través de un
principio de jerarquia politica que se traduce en el conflicto motivado por
la existencia de normas en colisién al igual que a la supuesta laguna o in-
suficiencia de normatividad inferior.

El derecho estatal era en todo caso supletorio del bloque normativo de
las Comunidades Auténomas, que no podran tener sus propios mecanismos
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de supletoriedad, con lo cual queda privado el derecho del Estado como
orden juridico superior.

El derecho del Estado, en tanto que derecho comiin general, es el dnico
que puede aspirar a la garantia maxima, esto es, a la suficiencia absoluta, no
sélo para si, sino también para los bloques autonémicos de naturaleza nor-
mativa, recogiendo el {inico sistema de fuentes admisible.

En todo caso ambas esferas quedan afectadas por los principios de pre-
clusién, desplazamiento y condiciones de integracién, acufiados por el dere-
cho federal comparado.

En dltimo grado, es la unificacién judicial de la aplicacién normativa la
que permite pensar que el derecho estatal goza de supremacia, vinculando a
los jueces.

En esta linea el Tribunal Constitucional se ha cuidado de recalcar que
los intereses de cada comunidad no pueden prevalecer sobre las necesidades
generales del Estado, que para asegurar al conjunto una unidad de sentido
y funcionamiento ha de poseer un régimen vital propio, en virtud del cual, a
aquél le corresponde el decisionismo juridico de relevancia, pues respecto de
los derechos incompletos, constituidos por el mantenimiento de materias re-
servadas, locales y algunas costumbres, el derecho supletorio alcanza la ca-
tegoria de ius commune: ‘

La Seguridad Social es una competencia estatal basica, exclusiva por su
propia naturaleza, lo que se extiende al régimen econdmico de la misma, de-
biendo entenderse que lo que resta en manos de las Comunidades Auténo-
mas, de forma igualmente exclusiva, goza de ese cardcter por su propia na-
turaleza, de modo que en todo caso el acto legislativo de otorgamiento ten-
drd una naturaleza meramente declarativa.

En el supuesto de necesidad que afecte al interés general, podrd proce-
derse a una armonizacioén de las disposiciones emanadas de las Comunida-
des Auténomas. Tanto en el desarrollo de lo bisico o fundamental del sis-
tema de la Seguridad Social y su régimen econémico, como en lo relativo
a asistencia social, el Estado puede llevar a cabo, no cuando lo considere
oportuno, sino cuando sea conveniente al interés general, una accién de ar-
monizacién de las disposiciones desconectadas, una vez que hayan emanado
de las respectivas Comunidades Auténomas.

Si en materia de Seguridad Social se hiciera preciso, en su dia, dictar una
ley que establezca los principios necesarios para armonizar lo dictado hasta
entonces, serdn las propias Comunidades Auténomas las que con acata-
miento estricto de tales principios y normando de inmediato lo disociado,
deberan realizar la operacién de construccién arménica de un nuevo mate-
rial normativo que elimine aquellas disfunciones.
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Las leyes del Estado, que en el futuro puedan dictarse, podrin y debe-
rdn concretar qué debe entenderse por basico, pero no pueden en ningin
caso definir el contenido de lo no basico para las potestades autonémicas,
pues tal accién deberd practicarse a través de una ley de armonizacién de
disposiciones autondémicas,

No es exacto entender que la vigente Constitucién excluye la posibilidad
de leyes interpretativas pues falta en la Constitucién cualquier limitacién de
orden general al respecto. Lo que no estd permitido a una ley de armoniza-
cién es el intento de normar legislativamente una armonizacién de potesta-
des y no de disposiciones, pues no es posible instaurar una nueva modalidad
de corte aprioristico armonizante.

El principio de igualdad comprende directamente las relaciones de Segu-
ridad Social, que se apoyan en las relaciones de trabajo, de modo tal que
derivara un tratamiento unitario, que provocara el hecho de que la relacién
juridica bédsica de Seguridad Social, al igual que la de cotizacién y protec-
cién no podran ser objeto de tratamiento por ninguna autoridad con quiebra
de aquel principio, por no ser posible la creacién de bolsas de superprotec-
cién social en una determinada demarcacién territorial (Alonso Olea).

En el mismo sentido el derecho a la proteccién de la salud, al igual que
el derecho a la previsién, tratamiento y rehabilitacién de la minusvalia y a
la proteccién de la vejez, son a todos los efectos principios rectores de la
politica social y econémica, que, tan sélo en lo que no queden absorbidos
por el sistema de la Seguridad Social, informaran la practica judicial y la ac-
tuacién de los poderes publicos.

La Seguridad Social pdblica minima del primer nivel, profesional del
segundo nivel y complementaria obligatoria del tercer nivel ha de ser igual
para todos los ciudadanos. En el cuarto nivel de asistencia y prestaciones
complementarias voluntarias o libres serd posible admitir distinciones, reser-
véndose tinicamente a la norma estatal o autondmica la fijacién de un cauce
a las mejoras voluntarias y a la proteccién social.

La legislacién basica, que en la Constitucién aparece como materia de
competencia exclusiva del Estado, vendrd dada por toda la normacién, en
cuanto que bésica o fundamental, ya venga recogida en leyes o en regla-
mentos.

El alcance de la relacién bésica de Seguridad Social, asi como el de las
relaciones instrumentales de afiliacién, cotizacién y prestaciones serd el que
se desprende de la norma del Estado, tanto en su aspecto estitico como en
su aspecto dindmico, con lo que se podrd conseguir una homogeneidad social
bésica, que resulta comdn denominador en la generalidad de los Estados
federales.
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Asi, quedan en manos de las Comunidades Auténomas:

— Competencia normativa en materia de organizacidén, gestién, proce-
dimientos, etc.

— Competencia en materia de asistencia y prestaciones complementa-
rias voluntarias.

— La mera gestién patrimonial, refiriéndose los convenios, a que se alu-
de en algunos Estatutos, a la afectacién de la gestién material patrimonial.

— Las Comunidades Auténomas pueden establecer una descentraliza-
cién institucional propia mediante la creacién de entes gestores, reservandose
el Estado la alta inspeccién y la normativa bésica con respecto a la partici-
pacién de los interesados, sin alterar sustancialmente el esquema organizati-
vo general.

— Dada la interconexi6n existente entre todo el sistema financiero mo-
derno de Seguridad Social y la actividad econémica del pais, se ha de pro-
curar una planificacién conjunta y compartida entre el Estado y las Comu-
nidades Auténomas. '

— La Comunidad Auténoma no debe incrementar la hegemonia del
aparato politico sobre la Seguridad Social debiendo crear a nivel de su ad-
ministracién central érganos de vigilancia y tutela respecto de la Administra-
cién de la Seguridad Social, debiendo admitirse en ello la limitacién que
supone la existencia del principio de caja tnica, bajo el control del Tribu-
nal de Cuentas del Reino (Villar Palasi).

— Al tener las normas de las Comunidades Auténomas un alcance te-
rtitorial, cualquier olvido de los principios expuestos, chocaria con el prin-
cipio de la personalidad en que s¢ fundamenta la relacién juridica de la Se-
guridad Social, pues al atribuir a los érganos del Estado las bases de una
ordenacién de la Seguridad Social se pretende que alcancen una regulacién
uniforme, siendo licito que los beneficiarios ejerciten sus derechos ante la
demarcacién territorial que tengan por conveniente.

La Administracién de la Seguridad Social, no siendo Hacienda Pdablica,
no va a serlo por el hecho de que lo no bésico pase a depender de la Comu-
nidad Auténoma, la cual ni tan siquiera podra variar ese status de ambas
administraciones piiblicas, pues son bésicamente diferentes y lo basico no cae
dentro de la accién organizativa de las Comunidades Auténomas en punto a
la Seguridad Social. )

Son principios rectores de la organizacién de la Administracién Social:

— Las bases del régimen juridico de la Administracién y sus funcionarios
y el procedimiento administrativo comtn.

— Las formas de accién impuestas a la Administracién, como la eficacia,
jerarquia, descentralizacién y desconcentracién.
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— Las entidades gestoras de la Seguridad Social no podrdn ser objeto-
de nueva descentralizacién en tanto que se trata de entes descentralizados,
por lo que el Estado sélo podra transferirlas, debiendo procederse tan sélo-
a una deseable desconcentracién de aquéllos.

Las Comunidades Auténomas deberdn asumir con cardcter urgente el.
papel participativo. que se contiene en el articulo 129 de la Constitucién,.
lo que sera predicable del propio Estado, pues no puede dudarse de que am-
bos ostentan la cualidad de interesados.

— Cuando una sola disposicién de una ley caiga bajo la definicién de:
un caso de consentimiento, que tenga que ser otorgada por el 6rgano con--
sultivo en el que se institucionalice la participacién, la ley entera estard suje--
ta a esa condicién.

La competencia exclusiva estatal en materia de sanidad se constrifie en-
la sanidad exterior a las bases y coordinacién general de la sanidad, asi como-
a la legislacion sobre productos farmacéuticos, como sefiala el profesor
Borrajo.

Los mecanismos de sanidad e higiene coinciden con mecanismos publi--
cos ajenos al sistema de Seguridad Social, y aunque en un futuro se confi-
gurara un Servicio Nacional de la Salud, como aglutinador de aquéllos, sélo-
entonces, prestacionalmente, entrarian dentro del propio sistema. Por sani--
dad exterior ha de entenderse lo relativo a las acciones que se resuelven in--
ternacionalmente.

La asistencia social puede ser asumida en bloque por las Comunidades:
Auténomas, al igual que en materia de servicios sociales, que deben ser en-
tendidas en un sentido amplio, comprensivas de las medidas de asistencia,
bienestar social, promocién juvenil y de la tercera edad.

Las Comunidades Auténomas podrin ejecutar por si mismas algo que:
concierne también a otra u otras, debiendo entenderse que las entidades ges—
toras centrales, salvo acuerdo ad hoc, mantendrdn funciones de inter--
coordinacién.

Sera preciso, en el dmbito econémico, conjugar ordenadamente la ac--
cién del Estado y de las Comunidades Auténomas, pues si el Estado se
reserva la plena competencia legislativa es porque en aquél reside un poder-
tributario con el que se garantiza el sostenimiento de un servicio publico y-
a la vez un sistema de prestaciones solidarias en beneficio de todos los ciu--
dadanos, ya que por régimen econémico ha de entenderse la determinacién
de los recursos del sistema y su distribucién territorial y funcional, reservan--
dose el Estado la competencia exclusiva sobre el mismo y sobre su ejecucién-
bésica, quedando en manos de las Comunidades Auténomas la ejecucién
marginal de la misma, pudiendo en su caso a través de los correspondientes.
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convenios culminar la labor de las Comisiones de Transferencias en un con-
venio final integrado por convenios parciales, que recojan la férmula de po-
deres y facultades, de las que la jurisprudencia alemana llamaba implicitas,
Y que, siendo propias y peculiares del régimen econémico, quedarin asi tipi-
ficadas en la labor propia de la funcién de la Comisién, admitiéndose una
«ejecucion de segundo grado en favor de las Comunidades Auténomas.

Habrin de salvarse en todo caso los principios bésicos del orden econd-
‘mico, que han de aplicarse con caricter unitario, lo que esta reiteradamente
exigido por la Constitucién en su predmbulo y en su articulo 2.°, entendién-
dose que en la blisqueda de un orden econbémico social justo habra de pla-
nearse una planificacién solidaria de redistribucién de la renta, lo que no.
impide un marcado protagonismo de las Comunidades Auténomas en la eje-
«cucién y puesta en préctica y gestacidn de una planificacién econdmica, con
las bases y bajo la coordinacién del Estado (Serrano de Triana).

La funcién y objeto de la alta inspeccién sera verificar por el Estado la
.observancia de lo dispuesto sobre materias obligatorias bésicas de Seguri-
.dad Social.

La norma constitucional y estatutaria de que las sucesivas instancias
‘procesales se agotaran ante érganos judiciales, radicadas en el mismo terri-
torio de la Comunidad Auténoma en que esté el 6rgano competente en pri-
‘mera instancia, olvida que un recurso unificador, al estilo de la casacién o
de la suplicacién, nunca serd segunda instancia, ni en consecuencia podra
verse afectado por la restriccidn en la instancia tnica, caracteristica del pro-
ceso de seguridad social.

El derecho piiblico de la Seguridad Social dimana del ejercicio de una
.competencia estatal en su aspecto bdsico o sustancial, en que las Comunida-
des Auténomas carecen de competencia para normar, de modo que si los
‘Tribunales autonémicos pasasen a conocer de aquéllas, la fragmentacién del
.ordenamiento se derivaria de la posibilidad de interpretaciones varias, sin
lograr una complementacién del ordenamiento juridico y causando una in-
seguridad irremediable, como ha sefialado el profesor Zorrilla Ruiz.

La transferencia de competencias en determinadas materias de Seguridad
Social en favor de las Comunidades Europeas pone a toda la materia en su
conjunto bajo la directa accién global del Estado, por exigencias del prin-
«cipio de la unidad de la politica exterior, pero como la cesién de competen-
cias a las Comunidades Europeas no comprende bloques normativos com-
pletos de materia sustantiva, sino facultades especificas de aquéllas, ha de
-entenderse, en principio, que lo restante quedaria en manos de las Comuni-
dades Auténomas, o del Estado, segln se trate de cuestiones que queden en
]l 4mbito de una u otra 4rea, salvo que el tratado vacie de contenido el régi-
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men de atribucién econémica operado con anterioridad, siendo la garantia
ofrecida por la posicién estatal una proteccién de segundo grado, viniendo
representada la primera por la posicién de la Comunidad Auténoma en lo
que a Seguridad Social se refiere.

En cuanto a la legislacién no basica de Seguridad Social y su ejecu-
cién de servicios, si del mismo modo quedar4 afectado por el nuevo dere-
cho europeo de Seguridad Social, a ello no podrd oponerse la Comunidad
Auténoma, que en principio verd modificadas sus facultades o el objeto
sobre el que incidan, velando por su satisfactoria aplicacién sin perjuicio de
que el Estado monopolice la garantia internacional de cumplimiento.

Cuando una materia, como la Seguridad Social, en la que la Comunidad
Auténoma es competente, sea afectada a través de un Reglamento comuni-
tario, la Comunidad Auténoma s6lo podré ejercer la competencia de ejecu-
cién sobre la misma, independientemente del titulo competencial que le es-
tuviera atribuido.

Cuando sobre Seguridad Social el Estatuto atribuya la competencia ex-
clusiva plena o limitada a la Comunidad Auténoma, ésta serd la encargada
de desarrollar las directivas de la Comunidad Europea sobre la misma.

Si la competencia de Seguridad Social aparece en el Estatuto comparti-
da con el Estado y la Comunidad Europea promulga una directiva, cuyo
objeto afecta a la materia, corresponderd, asimismo, a la Comunidad Auté-
noma su desarrollo.

El Estado podri transferir o delegar en las Comunidades Auténomas,
mediante ley orgdnica, facultades correspondientes a materia de titularidad
estatal, que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o
delegacién. La ley proveera en cada caso la correspondiente transferencia de
medios financieros, asi como las formas de control, que se reserve el Estado.

En este punto aparece una triple cuestién:

— Por un lado, el tema relativo a la exclusividad de las competencias,
hoy no transferidas, que estdn en el Estado por su propia naturaleza.

— Por otro, el que se refiere a las competencias hoy en manos de las
Comunidades Auténomas que gozan de ese cardcter por su propia naturaleza.

— Finalmente, las competencias que en un futuro puedan ser objeto de
delegacién que gozaran de idéntica naturaleza,

El acto legislativo tendra un cardcter meramente declarativo. La imputa-
cién de competencias por su propia naturaleza precede a su creacién ex
novo. Su proclamacién no emana del decisionismo politico ni de una toma
arbitrista. La localizacién ha tenido lugar por su propia naturaleza, siguien-
do los criterios propios de un iusnaturalismo historicista.

Con ello el poder legislativo da cumplimiento a una obligacién natural
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en el dmbito del Derecho politico y al ordenamiento se le transmite una
idea genérica de valores propios del mismo segln recoge el articulo 1.° de
la misma Constitucién. '

El reparto natural asi efectuado agota el horizonte a que naturalmente
podria aspirarse.

Una ampliacién debera ser contrastada, sin que puedan trastocarse los
principios rectores del orden autonémico basados en un iusnaturalismo de-
finitivo, que ni en hipdtesis podria atacar la indisoluble unidad.

La btisqueda de la verdad natural se compagina malamente con la activi-
dad negocial, que ha operado en el reparto de competencias, pero ello no es
6bice para obviar la exigencia constitucional que impone la fundamentacién
superior del ordenamiento con arreglo a los principios superiores, en un
deseo de establecer la seguridad y promover el bien.

Cualquier variante exigiria una reforma constitucional.

El Tribunal Constitucional no se ha detenido en cuanto a la delimitacién
de cuiles sean los actos interpretativos autorizados y no autorizados al legis-
lador, (LOAPA), respecto de los conceptos juridicos indeterminados. Pero,
no parece, vista la sentencia de 5 de agosto, que pueda ser posible a una
ley recoger sistematizadamente todas esas definiciones, que en Seguridad
Social tendran un alcance notable (régimen econémico, alta inspeccidén, co-
ordinacién econémica).

La sentencia dice que una ley con tal alcance seria meramente interpre-
tativa, que actualmente no es posible, lo que resulta fragil para la doctri-
na actual, frente a la tesis del cardcter natural e irrevocable de las com-
petencias autonémicas, pues no se trata de que se esté practicando una accién
interpretadora desechable. Se trata, y por ello el proyecto no era aco-
gible, de un intento de normar legislativamente una armonizacién de potes-
tades y no de disposiciones, que es lo tinico autorizado por el articulo 150.3.

Esta misma tesis ha tratado de ser resuelta por la doctrina alemana con
arreglo a los principios de preclusién, desplazamiento y condicién de in-
tegracién, como ha destacado el profesor Garcia de Enterria.

PRECLUSION

La norma en el seno del Estado opera preclusivamente, pues, la materia
queda cerrada a toda labor de integracién. Pero como no se trata de algo fijo
y permanente, serd preciso en cada caso que decida el legislativo en funcién
de la coyuntura, lo que dependera de la situacién econémica (inflacién, tasas
de paro, etc.) y del riesgo politico que pretende emplearse.
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El Estado es completamente libre para adoptar cambios, con respeto a los
limites naturales de la distribucién, y a la competencia exclusiva de las Co-
munidades Auténomas en el seno de la norma suprema.

DESPLAZAMIENTO

Las normas asumidas por el Estado pierden eficacia, originandose un
efecto de incompetencia sobrevenida.

En Espafia se ha tratado de dar cabida a esta doctrina, entendiendo que
quedaba recogida por la jurisprudencia constitucional al decir, en sentencia
de 28 de julio de 1981:

«Las normas autondmicas pueden quedar parcialmente invadi-
das por el legislador estatal al regular lo bésico.»

En este punto, en el ambito del derecho comunitario se opera en un sen-
tido parecido, tal y como recoge la sentencia de la Corte de Justicia Europea,
al decir que todo juez nacional tiene la obligacién de aplicar integramente el
derecho comunitario, inaplicando la norma contraria de la ley nacional.

Por dltimo, ha de destacarse la reciente doctrina del! Tribunal Central
de Trabajo que considera ilegal la transferencia de funciones de gestién a la
Tesoreria, desde una entidad gestora, burlando el fin natural de las materias
a transferir a las Comunidades Auténomas, que se verian, de otro modo,
privadas de un campo de accién propio y natural.

FERNANDO MANRIQUE LOPEZ
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